
I.- ATRIBUCIONES DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 
 

De conformidad con lo establecido por el Artículo 37 Fracción VII de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Baja California, así como lo dispuesto por los Artículos 24 y 105 de la 
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de Baja California y sus Municipios del 
Estado de Baja California y sus Municipios; el Órgano de Fiscalización Superior del Estado goza de 
autonomía técnica y de gestión en ejercicio de sus atribuciones para decidir sobre su organización 
interna, recursos, funcionamiento y resoluciones, el cual tendrá entre otras, las atribuciones 
siguientes:  
 

1. Desarrollar los trabajos de planeación de las auditorias, pudiendo solicitar información del 
ejercicio en curso respecto de los procesos concluidos y no concluidos;  

2. Fiscalizar la administración, manejo, custodia y aplicación de fondos, subsidios, 
subvenciones y recursos de los poderes del Estado y de las entidades públicas estatales, 
incluyendo a los municipios, organismos dotados de autonomía y particulares, cuando 
manejen recursos de origen público, que incluirá auditoría de desempeño, eficiencia, 
economía y cumplimiento; 

3. Coadyuvar con la Auditoría Superior de la Federación, en la fiscalización de las 
participaciones federales, en términos de la normatividad aplicable; 

4. Solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al 
de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los efectos 
legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que pertenece la información 
solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el 
presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se 
trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas 
gubernamentales. Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría 
Superior del Estado emita, solo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la 
Cuenta Pública en revisión.  

5. Sin perjuicio de lo previsto por este artículo, en las situaciones que determine la Ley, 
derivado de denuncias, la Auditoría Superior del Estado, previa autorización de su titular, 
podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, así como 
respecto de ejercicios anteriores. Las entidades fiscalizadas proporcionarán la información 
que se solicite para la revisión, en los plazos y términos señalados por la Ley y, en caso de 
incumplimiento, serán aplicables las sanciones previstas en la misma. La Auditoría Superior 
del Estado rendirá un informe específico al Congreso del Estado y, en su caso, promoverá 
las acciones que correspondan ante al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, la Fiscalía 
Especializada en combate a la Corrupción o las autoridades competentes;  

6. Efectuar visitas domiciliarias en los términos que señale La Ley;  
7. Proponer las bases para la determinación de daños y perjuicios que afecten a la Hacienda 

Pública Estatal o Municipal, o al Patrimonio de las Entidades Públicas Estatales y 
Municipales; así como para las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes 
a los responsables, haciéndolo del conocimiento del Congreso quien procederá conforme a 
la Ley;  

8. Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el 
ingreso, egreso, custodia y aplicación de los fondos y recursos públicos, y efectuar visitas 
domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos 
indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las 
formalidades establecidas para los cateos; 

9. Promover, derivado de sus investigaciones, las responsabilidades que sean procedentes 
ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en combate a 
la Corrupción del Estado, o demás autoridades competentes para la imposición de las 
sanciones que correspondan a los servidores públicos o a los particulares, en los términos 
de las disposiciones legales aplicables; 

10. Establecer los lineamientos técnicos y criterios para las auditorías y su seguimiento, 
procedimientos, investigaciones, encuestas, métodos y sistemas necesarios para la 
fiscalización superior;  
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11. Proponer a las instancias correspondientes, en los términos de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental y demás legislación aplicable, las modificaciones a los 
principios, normas, procedimientos, métodos y sistemas de registro y contabilidad; las 
disposiciones para el archivo, guarda y custodia de los libros y documentos justificativos y 
comprobatorios del ingreso, gasto, financiamientos y obligaciones; así como todos aquellos 
elementos que posibiliten la adecuada rendición de cuentas y la práctica idónea de las 
auditorías;  

12. Practicar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en 
los Programas, conforme a los indicadores establecidos en el Presupuesto de Egresos y 
tomando en cuenta el Plan Estatal de Desarrollo, los planes Municipales de Desarrollo, los 
programas sectoriales, los Programas Operativos Anuales, y demás Programas de las 
entidades fiscalizadas, entre otros, a efecto de verificar el desempeño de los mismos y, en 
su caso, el uso de recursos públicos;  

13. Verificar que las Entidades Fiscalizadas que hubieren captado, recaudado, custodiado, 
manejado, administrado, aplicado o ejercido recursos públicos, lo hayan realizado conforme 
a los Programas aprobados y montos autorizados, así como en el caso de los egresos, con 
cargo a las partidas correspondientes; además, con apego a las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas aplicables;  

14. Verificar que las operaciones que realicen las Entidades Fiscalizadas sean acordes con la 
Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos que les corresponda, y se efectúen con apego 
a las disposiciones correspondientes de la legislación fiscal, la legislación en materia de 
financiamientos y obligaciones; la Ley de Hacienda del Estado, la Ley de Presupuesto y 
Ejercicio del Gasto Público; la Ley Orgánica de la Administración Pública, todas del Estado 
de Baja California; así como, en su caso, la Ley del Régimen Municipal, la Ley de Hacienda 
Municipal y demás leyes correspondientes a los Municipios del Estado, así como las demás 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables a estas materias;  

15. Verificar obras, bienes adquiridos, arrendamientos y servicios contratados por las Entidades 
Fiscalizadas para comprobar si los recursos de las inversiones y los gastos autorizados a 
éstas se ejercieron en los términos de las disposiciones legales aplicables;  

16. Requerir a los auditores externos de las Entidades Fiscalizadas copia de todos los informes 
y dictámenes de las auditorías y revisiones por ellos practicadas a las Entidades Fiscalizadas 
y de ser necesario, el soporte documental;  

17. Requerir a terceros que hubieran contratado con las Entidades Fiscalizadas obra pública, 
bienes, arrendamientos o servicios mediante cualquier título legal y a cualquier entidad o 
persona física o moral, pública o privada, o aquellas que hayan sido subcontratados por 
terceros, la información relacionada con la documentación justificativa y comprobatoria del 
ejercicio de recursos públicos a efecto de realizar las compulsas correspondientes;  

18. Requerir, en su caso, a terceros, sean personas físicas o morales, públicas o privadas, que 
hubieran contratado bienes o servicios mediante cualquier título legal con las Entidades 
Fiscalizadas, la información relacionada con la documentación justificativa y comprobatoria 
de la Cuenta Pública respectiva, a efecto de realizar las compulsas correspondientes;  

19. Requerir la presencia de particulares, sean personas físicas o morales, a quienes se les 
hubiere concedido recursos públicos por concepto de subsidios, asignaciones, concesiones, 
participaciones, donativos, convenios o contratos;  

20. Solicitar a las Entidades Fiscalizadas, la remisión de la documentación e información 
específica considerada como confidencial o reservada para el cumplimiento de sus 
funciones, atendiendo a las disposiciones legales aplicables;  

21. Solicitar, obtener y tener acceso a toda la información y documentación que sea necesaria 
para llevar a cabo la auditoría correspondiente, sin importar el carácter de confidencial o 
reservado de la misma, que obren en poder de:  

 a) Las Entidades Fiscalizadas; 
 b) Los Órganos Internos de Control; 
 c) Los auditores externos de las Entidades Fiscalizadas; 
 d) Instituciones de crédito, fideicomisos u otras figuras del sector financiero; y, 
 e) Autoridades hacendarias federales, estatales y municipales. 
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 La Auditoría Superior del Estado tendrá acceso a la información que las disposiciones 
legales consideren como de carácter reservado o confidencial cuando esté relacionada 
directamente con la captación, recaudación, administración, manejo, custodia, ejercicio, 
aplicación de los ingresos y egresos de recursos públicos y de los financiamientos y 
obligaciones, estando obligada a mantener la misma reserva, en términos de las 
disposiciones aplicables. Dicha información solamente podrá ser solicitada en los términos 
de las disposiciones aplicables, de manera indelegable por el Titular de la Auditoría Superior 
del Estado, subauditor general y auditor especial de fiscalización, a que se refiere esta Ley. 

 Cuando derivado de la práctica de auditorías se entregue a la Auditoría Superior del Estado 
información de carácter reservado o confidencial, ésta deberá garantizar que no se incorpore 
en los resultados, observaciones, recomendaciones y acciones de los informes de auditoría 
respectivos, información o datos que tengan esta característica en términos de la legislación 
aplicable. Dicha información será conservada por la Auditoría Superior del Estado en sus 
documentos de trabajo, y sólo podrá ser revelada a la autoridad competente, en términos de 
las disposiciones aplicables. 

 El incumplimiento a lo dispuesto en esta fracción será motivo del fincamiento de las 
responsabilidades administrativas y penales establecidas en las leyes correspondientes; 

 Fiscalizar los recursos públicos locales que se hayan otorgado al Estado, municipios, 
fideicomisos, fondos, mandatos o, cualquier otra figura análoga, personas físicas o morales, 
públicas o privadas, cualesquiera que sean sus fines y destino, así como verificar su 
aplicación al objeto autorizado; 

22. Investigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que impliquen alguna 
irregularidad o presunta conducta ilícita, o comisión de faltas administrativas, en los términos 
establecidos en la Constitución, esta Ley, y en la legislación aplicable en materia de 
responsabilidades administrativa;  

23. Investigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que impliquen alguna 
irregularidad o presunta conducta ilícita, o comisión de faltas administrativas, en los términos 
establecidos en la Constitución, esta Ley, y en la legislación aplicable en materia de 
responsabilidades administrativa;  

24. Formular recomendaciones, solicitudes de aclaración, pliegos de observaciones, 
promociones del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, promociones de 
responsabilidad administrativa sancionatoria, informes de presunta responsabilidad 
administrativa, denuncias de hechos y denuncias de juicio político;   

25. Promover las responsabilidades administrativas, por conducto de la Unidad Administrativa a 
cargo de las investigaciones de la Auditoría Superior del Estado, la cual presentará el informe 
de presunta responsabilidad administrativa correspondiente, ante la Unidad Administrativa 
substanciadora de la misma Auditoría Superior del Estado, para que de considerarlo 
procedente, se turne y presente el expediente, ante el Tribunal o, en el caso de las no graves, 
ante el Órgano Interno de Control respectivo. 

 Cuando detecte posibles responsabilidades no graves dará vista a los Órganos Internos de 
Control competentes, para que continúen la investigación respectiva y, en su caso, 
promuevan la imposición de las sanciones que procedan, en los términos de las 
disposiciones aplicables en materia de responsabilidades administrativa; 

26. Conocer y resolver sobre el recurso de reconsideración que se interponga en contra de las 
multas que imponga;  

27. Participar en el sistema nacional y estatal anticorrupción, en los términos previstos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución, Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción y las demás disposiciones en la materia, así como celebrar 
convenios con organismos cuyas funciones sean acordes o guarden relación con sus 
atribuciones y participar en foros estatales, nacionales e internacionales;  

28. Desarrollar los trabajos de planeación de las auditorías, pudiendo solicitar a las entidades 
fiscalizadas información del ejercicio en curso, respecto de procesos concluidos y no 
concluidos; sin perjuicio de la revisión y fiscalización que la Auditoría Superior del Estado 
lleve a cabo conforme a lo contenido en la Fracción I, inciso b) del artículo 1 de esta Ley;  
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29.  Obtener durante el desarrollo de las auditorías e investigaciones copia de los documentos 
originales que se tengan a la vista, y certificarlas mediante cotejo con sus originales así como 
también poder solicitar la documentación en copias certificadas;  

30. Expedir certificaciones de los documentos en los términos de la presente Ley, previo el pago 
de los derechos que establezca la Ley de Ingresos del Estado vigente en el ejercicio fiscal 
que corresponda;  

31. Solicitar la comparecencia de las personas que se considere, en los casos concretos que 
así se determine;  

32. Comprobar la existencia, procedencia y registro de los activos y pasivos de las Entidades 
Fiscalizadas, de los fideicomisos, fondos y mandatos o cualquier otra figura análoga, para 
verificar la razonabilidad de las cifras mostradas en los estados financieros consolidados y 
particulares de la Cuenta Pública;  

33. Fiscalizar el financiamiento público en los términos establecidos en esta Ley, así como en 
las demás disposiciones aplicables;  

34. Solicitar la información financiera, incluyendo los registros contables, presupuestarios, 
programáticos y económicos, así como los reportes institucionales y de los sistemas de 
contabilidad gubernamental que los Entes Públicos están obligados a operar con el propósito 
de consultar la información contenida en los mismos;  

35. Establecer lineamientos o bases generales para la entrega-recepción de la documentación 
comprobatoria y justificativa de la Cuenta Pública de las Entidades Fiscalizadas, con motivo 
de las auditorías que les sean practicadas;  

36. Fiscalizar las cancelaciones, condonaciones o compensaciones de adeudos o de cualquier 
otro concepto análogo que concedan u otorguen las Entidades Fiscalizadas, verificando que 
se haya cumplido con la normatividad aplicable;  

37. Coadyuvar en la parte informativa y de capacitación a los contralores sociales de los 
Programas y acciones de desarrollo social, para el mejor cumplimiento de sus funciones; 
para el efecto realizará al menos dos encuentros anuales de carácter estatal en los que se 
les informe, capacite y proporcione documentación, instructivos, manuales y formatos, en 
los términos establecidos por la Ley de Desarrollo Social para el Estado de Baja California; 
y,  

38. Emitir opiniones jurídicas que le sean solicitadas por el Congreso del Estado o sus 
Comisiones, tales como iniciativas y reformas a Leyes, Acuerdos y Decretos en materia 
hacendaria, a través de la aplicación eficaz y eficiente de las Leyes y normas que le 
correspondan; así como la transferencia, ampliación, creación o supresión de partidas en 
los Presupuestos de Egresos de los Entes Públicos que deban ser aprobados por el 
Congreso; solicitudes de financiamientos y obligaciones; la celebración de contratos, 
convenios o actos, cuando requieran aprobación del Congreso, relacionados con las 
materias que regula la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de Baja 
California y sus Municipios; y solicitudes de desincorporación de bienes muebles e 
inmuebles de dominio público para su enajenación, cambio de destino o desafectación de 
dichos bienes cuando estén destinados a un servicio público o sean de uso común. 
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